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ACUERDO DE LA COMISIÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS DEL INSTITUTO 
NACIONAL ELECTORAL, RESPECTO DE LA SOLICITUD DE ADOPTAR 
MEDIDAS CAUTELARES, FORMULADA POR EL PARTIDO ACCIÓN 
NACIONAL, POR LA PRESUNTA PROMOCIÓN PERSONALIZADA, USO 
INDEBIDO DE RECURSOS PÚBLICOS, VULNERACIÓN A LAS NORMAS QUE 
RIGEN LA RENDICIÓN DE INFORMES DE LABORES, Y DIFUSIÓN DE 
PROMOCIONALES ALUSIVOS AL EVENTO DENOMINADO “2º AÑO DEL 
TRIUNFO HISTÓRICO DEMOCRÁTICO DEL PUEBLO DE MÉXICO, DEL C. 
ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR”, ATRIBUIBLES AL PRESIDENTE DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DENTRO DEL EXPEDIENTE 
UT/SCG/PE/PAN/CG/47/2020.  
 

Ciudad de México, a ocho de julio de dos mil veinte. 
 

A N T E C E D E N T E S 
 

I. DENUNCIA. El tres de julio del año en curso, el Partido Acción Nacional presentó 
queja en contra de Andrés Manuel López Obrador, Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, por la presunta violación al principio de neutralidad; promoción 
personalizada y uso indebido de recurso públicos; la vulneración a las normas que 
rigen la rendición de informes de labores; y la transmisión de promocionales 
gubernamentales, con contenido personalizado del presidente de la República, con 
motivo del evento denominado “2º año del triunfo histórico democrático del pueblo 
de México, del C. Andrés Manuel López Obrador”, imputables a Andrés Manuel 
López Obrador, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, al realizar 
expresiones de carácter político-electoral con la intención de vincular estas 
expresiones con los próximos procesos electorales. 
 
Lo anterior, derivado de la realización del evento “2º año del triunfo histórico 
democrático del pueblo de México”, el pasado uno de julio, en el que, a decir del 
partido denunciante, el Presidente de la República Andrés Manuel López Obrador, 
realiza una serie de posicionamientos de forma personal, destacando con ello sus 
logros de gobierno y su relación con los compromisos de campaña, confundiendo a 
la ciudadanía y realizando diversas expresiones de carácter político-electoral, así 
como diversos mensajes, con la intención de vincular estas expresiones con los 
próximos procesos electorales. 
 
Por tal motivo, solicitó el dictado de las medidas cautelares, a efecto de que, bajo la 
figura de tutela preventiva, se exhorte al Gobierno de la República a que se 
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abstenga de utilizar los recursos del estado para realizar expresiones político-
electorales, encaminadas a influir en la competencia entre los partidos políticos, así 
como en las preferencias rumbo al inicio de los próximos procesos electorales. 
 
II. REGISTRO DE QUEJA, DILIGENCIAS PRELIMINARES, DESECHAMIENTO, 
RESERVA DE ADMISIÓN, EMPLAZAMIENTO Y PRONUNCIAMIENTO SOBRE 
MEDIDAS CAUTELARES. El tres de julio de dos mil veinte, se tuvo por recibida la 
denuncia a la cual le correspondió la clave de expediente 
UT/SCG/PE/PAN/CG/47/2020. 
 
Asimismo, se ordenó realizar diligencias preliminares de investigación, a fin de 
integrar correctamente el expediente y contar con los elementos necesarios para 
que la Comisión de Quejas y Denuncias estuviera en condiciones de analizar la 
solicitud de medidas cautelares. 
 
Dentro de la investigación preliminar se ordenó certificar el contenido de los enlaces 
electrónicos aportados por el denunciante, en su escrito inicial de queja. 

 
Ello, con el objeto de dar cuenta del contenido del evento denominado “2º año del 
triunfo histórico democrático del pueblo de México”, alojado en el portal oficial 
del Gobierno de México, y cuyo contenido fue citado por el quejoso en su escrito 
inicial de denuncia. 
 
Por otra parte, se desechó la queja por cuanto hace a las alegaciones del quejoso 
consistentes en la supuesta emisión de manifestaciones de carácter electoral y 
difusión de promocionales de esa naturaleza, en virtud de que, respecto a esos 
hechos, no señaló cuáles eran las frases o expresiones supuestamente antijurídicas 
emitidas dentro del citado evento, ni los promocionales denunciados, o bien, 
circunstancias de modo, tiempo y lugar que permitiera a la autoridad sustanciadora 
desplegar su facultad de investigación, con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 471, párrafo 3, incisos d) y e), y párrafo 5, inciso a) y c), de la Ley General 
de Instituciones y Procedimientos Electorales. 
 
Por último, se acordó reservar la elaboración de la propuesta de medidas cautelares 
en tanto se tuviera integrado correctamente el expediente. 
 
III. ACTAS CIRCUNSTANCIADAS REMITIDAS POR LA DIRECCIÓN DEL 
SECRETARIADO, EN FUNCIONES DE OFICIALÍA ELECTORAL. El ocho de julio 
de dos mil veinte, se recibió en la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral de la 
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Secretaría, el Acta Circunstanciada en la cual, la Dirección del Secretariado en 
funciones de Oficialía Electoral, atendió la solicitud de actuación, ordenada por la 
primera de las autoridades de referencia. 
 
V. ADMISIÓN Y PROPUESTA DE MEDIDA CAUTELAR. Una vez que se contaron 
con los elementos suficientes, mediante acuerdo de ocho de julio de dos mil veinte, 
se admitió la denuncia y se ordenó remitir la propuesta de pronunciamiento sobre la 
solicitud de medidas cautelares a esta Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto 
Nacional Electoral, para que, en el ámbito de sus atribuciones, determinara lo 
conducente.  
 

C O N S I D E R A N D O 
 
 
PRIMERO. COMPETENCIA  
 
La Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electoral es competente 
para resolver sobre la determinación de medidas cautelares, con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 459, párrafo 1, inciso b); 468, párrafo 4 y 471, párrafo 8, 
de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales; así como 5, párrafo 
1, fracción II, y párrafo 2, inciso c); y 38, párrafo 1, fracción I, del Reglamento de 
Quejas y Denuncias del Instituto Nacional Electoral. 
 
En el caso, la competencia de este órgano colegiado se actualiza por tratarse de 
una denuncia en la que se alega, esencialmente, la presunta promoción 
personalizada, uso indebido de recurso públicos, y la vulneración a las normas que 
rigen la rendición de informes de labores, atribuibles al Presidente de la República, 
en contravención a lo dispuesto en el artículo 134 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y 242, párrafo 5, de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, con posible impacto en los procesos electorales federal 
y locales que están próximos a iniciar. 
 
SEGUNDO. JUSTIFICACIÓN PARA CONOCER Y RESOLVER EL 
PLANTEAMIENTO DE MEDIDAS CAUTELARES  
 
Esta Comisión de Quejas y Denuncias considera necesario y justificado entrar al 
análisis de la solicitud de medidas cautelares, como se explica a continuación:  
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Con motivo de la pandemia del virus SARS-CoV-2 Covid 19 por la que atraviesa el 
país, el Instituto Nacional Electoral ha realizado distintas acciones y adoptado 
diversas medidas con base en lo establecido y ordenado por las autoridades 
sanitarias del país. Entre éstas, destaca el acuerdo del Consejo General 
INE/CG82/2020, de veintisiete de marzo del presente año, por el que se aprobó, 
entre otras cuestiones, suspender el trámite y sustanciación de los procedimientos 
administrativos sancionadores, con excepción de aquellos que, por su urgencia o 
relevancia, ameritaran su atención inmediata.  
 
Ahora, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, 
mediante sentencia de veinte de mayo del año en curso, dictada dentro del 
expediente SUP-REP-68/2020, sostuvo que, cuando las quejas o denuncias 
contuvieran la petición de medidas cautelares -como ocurre en el caso- corresponde 
a la Comisión de Quejas y Denuncias emitir el respectivo pronunciamiento sobre la 
viabilidad jurídica de su estudio y pronunciamiento. 
 
Sentado lo anterior, esta Comisión de Quejas considera que, dadas las 
circunstancias particulares que rodean al caso, ha lugar a analizar y pronunciarse 
sobre la petición de medidas cautelares, porque la materia central de la queja -y la 
correlativa solicitud de medidas cautelares- gira en torno a posibles violaciones a la 
Constitución General y a la normativa electoral vinculadas con la utilización indebida 
de recursos públicos, promoción personalizada y violación a las reglas sobre la 
rendición del informe de labores, que pudieran tener un impacto en la equidad de la 
contienda; cuestiones que se consideran relevantes de cara al próximo inicio del 
proceso electoral federal y los procesos electorales locales que se llevarán a cabo 
en toda la república mexicana, lo que amerita el estudio y pronunciamiento sobre 
las medidas precautorias para que, de ser el caso, se detengan o suspendan actos 
que violen el orden jurídico nacional, menoscaben los principios constitucionales o 
afecten la equidad de la contienda. 
 
TERCERO. HECHOS DENUNCIADOS Y PRUEBAS 
 
Como se adelantó, el Partido Acción Nacional alegó, en síntesis, lo siguiente: 
 
La violación al artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, y la vulneración a las normas sobre rendición de informes de labores 
contenidas en el artículo 242, párrafo 5, de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, con motivo de la realización del evento “2º año del 
triunfo histórico democrático del pueblo de México, del C. Andrés Manuel 
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López Obrador”, actos y hechos que el quejoso califica como contrarios a la norma 
por estar encaminados a influir en los procesos electorales federal y locales.  
 
Por tal motivo, el quejoso solicitó el dictado de medidas cautelares, en su vertiente 
de tutela preventiva, para el efecto de que se exhorte al servidor público 
denunciado que se abstenga de utilizar recursos públicos con fines 
electorales y para que se abstenga de emitir pronunciamientos o expresiones 
de naturaleza política-electoral a través de los espacios gubernamentales o de 
la propaganda gubernamental, lo que a decir del quejoso, confunde a la 
ciudadanía en sus preferencias rumbo al inicio de los próximos procesos 
electorales.  
 
A) PRUEBAS OFRECIDAS POR EL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL 
 

1. Prueba técnica. Consistente en la certificación que se realice a las ligas de 
los sitios de internet de las páginas citadas, donde se aprecian las imágenes 
del informe de labores del C. Andrés Manuel López Obrador, y donde se 
ordenó la divulgación del evento en cadena nacional.    
 

2. Presuncional, en su doble aspecto, legal y humana. Que por deducción o 
inducción se desprendan de todo lo actuado y que favorezcan a los intereses 
de mi representado.  
 

3. Instrumental de actuaciones. Consistente en todas y cada una de las 
pruebas, constancias y acuerdos que obren en el expediente formado con 
motivo del inicio del presente procedimiento administrativo sancionador en lo 
que favorezcan al interés de mi representado.  
 

B) PRUEBAS RECABADAS POR LA AUTORIDAD SUSTANCIADORA  
 

1. Acta Circunstanciada instrumentada con el objeto de verificar el contenido 
de los enlaces electrónicos proporcionados por el denunciante, a efecto de 
dar cuenta del contenido del evento realizado el uno de julio del presente 
año, en la parte ateniente a los hechos denunciados. 

 
CONCLUSIONES PRELIMINARES 

 
De los elementos probatorios señalados, se desprende que el uno de julio de dos 
mil veinte, el Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos rindió un 



ACUERDO ACQyD-INE-11/2020 
 

COMISIÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS 
 

Exp. UT/SCG/PE/PAN/CG/47/2020 

6 

informe dentro del evento denominado “2° año del triunfo histórico democrático 
del pueblo en México”. 

 
CUARTO. CONSIDERACIONES GENERALES SOBRE LAS MEDIDAS 
CAUTELARES 
 
En primer lugar, los elementos que la autoridad administrativa electoral debe 
analizar para emitir su pronunciamiento, son los siguientes: 
 

a) Apariencia del buen derecho. La probable existencia de un derecho, 
del cual se pide la tutela en el proceso. 
 

b) Peligro en la demora. El temor fundado de que, mientras llega la tutela 
jurídica efectiva, desaparezcan las circunstancias de hecho necesarias 
para alcanzar una decisión sobre el derecho o bien jurídico cuya 
restitución se reclama. 

 
c) La irreparabilidad de la afectación. 
 
d) La idoneidad, razonabilidad y proporcionalidad de la medida. 

 
La medida cautelar adquiere justificación si hay un derecho que requiere protección 
provisional y urgente, a raíz de una afectación producida —que se busca evitar sea 
mayor— o de inminente producción, mientras se sigue el proceso en el cual se 
discute la pretensión de fondo de quien sufre el daño o la amenaza de su 
actualización. 
 
El criterio que debe tomarse en esta clase de medidas se encuentra en lo que la 
doctrina denomina como el fumus boni iuris —apariencia del buen derecho—, 
unida al elemento del periculum in mora —temor fundado de que mientras llega 
la tutela efectiva, se menoscabe o haga irreparable el derecho materia de la 
decisión final.  
 
En este sentido, solo son protegibles por medidas cautelares aquellos casos en los 
que se acredita la temeridad o actuar indebido de quien con esa conducta ha 
forzado la instauración del procedimiento. 
 
El primer elemento apunta a una credibilidad objetiva y seria sobre la juridicidad del 
derecho que se pide proteger, a fin de descartar que se trate de una pretensión 
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manifiestamente infundada, temeraria o cuestionable; en tanto que el segundo 
elemento consiste en la posible frustración de los derechos de quien 
promueve la medida cautelar, ante el riesgo de su irreparabilidad. 
 
Esa situación obliga, indefectiblemente, a realizar una evaluación preliminar en 
torno a la justificación de las respectivas posiciones enfrentadas, a saber, la 
apariencia del buen derecho, así como el temor fundado de que mientras llega la 
tutela efectiva, se menoscabe o haga irreparable el derecho materia de la decisión 
final, y así determinar si procede o no el dictado de medidas cautelares. 
 
En atención a la naturaleza de las medidas precautorias, se considera que se 
requiere una acción ejecutiva, inmediata y eficaz, que debe adoptarse mediante 
la ponderación de los elementos que obren en el expediente, generalmente 
aportados por el solicitante, con el fin de determinar, en grado de seria probabilidad, 
si pueden producirse daños o lesiones irreparables a los principios rectores de la 
materia electoral con la permanencia de cierto tipo de acciones o conductas. 
 
En ese contexto, esta clase de providencias, como todo acto de molestia por parte 
de la autoridad, necesariamente deben estar fundadas y motivadas para su 
concesión o denegación, en estricta observancia al principio de legalidad, ya que 
según sea el sentido de la resolución, con ellas puede afectarse a cualquiera de los 
sujetos en conflicto. 
 
Por tanto, la autoridad que tenga a su cargo establecer si procede o no acordarlas, 
y en su caso, determinar cuál procede adoptar, debe realizar diversas 
ponderaciones que permitan su justificación, como son las atinentes a los derechos 
en juego, la irreparabilidad de la afectación, la idoneidad de la medida cautelar, así 
como su razonabilidad y proporcionalidad.  
 
Aunado a lo anterior, debe decirse que la imposición de medidas cautelares que 
reúnan los requisitos apuntados, solo proceden respecto de conductas que se 
refieran a hechos objetivos y ciertos; no así respecto de hechos que se hayan 
consumado totalmente o futuros de realización incierta, pues el objeto de estas 
medidas es restablecer de manera transitoria el ordenamiento jurídico conculcado, 
desapareciendo provisionalmente una situación que se reputa antijurídica, con la 
finalidad de evitar la generación de daños irreparables. 
 
En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido que las 
medidas cautelares constituyen resoluciones provisionales que se caracterizan, 
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generalmente, por ser accesorias, en tanto la determinación no constituye un fin en 
sí mismo, y sumarias, debido a que se tramitan en plazos breves. Su finalidad es, 
previendo el peligro en la dilación, suplir interinamente la falta de una resolución 
definitiva, asegurando su eficacia, por lo que tales medidas, al encontrarse dirigidas 
a garantizar la existencia de un derecho, cuyo titular estima que puede sufrir algún 
menoscabo, constituyen un instrumento, no solo de otra resolución, sino también 
del interés público, porque buscan restablecer el ordenamiento jurídico conculcado, 
desapareciendo provisionalmente una situación que se reputa antijurídica. 
 
Lo anterior encuentra sustento en la tesis de Jurisprudencia del Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada con el rubro MEDIDAS 
CAUTELARES. NO CONSTITUYEN ACTOS PRIVATIVOS, POR LO QUE PARA 
SU IMPOSICIÓN NO RIGE LA GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA.1 
 
Conforme a la apariencia del buen derecho, podrá decretarse una medida cautelar 
siempre que, a partir de los hechos denunciados y de las pruebas que obran en el 
sumario, se desprenda la presunta conculcación a alguna disposición de carácter 
electoral; esto, sin que se realice pronunciamiento de fondo o se prejuzgue sobre la 
materia de la queja. 
 
Por su parte, la medida cautelar, en su vertiente de tutela preventiva, se concibe 
como una protección contra el peligro de que una conducta ilícita o 
probablemente ilícita continúe o se repita y con ello se lesione el interés original, 
considerando que existen valores, principios y derechos que requieren de una 
protección específica, oportuna, real, adecuada y efectiva, por lo que para garantizar 
su más amplia protección las autoridades deben adoptar medidas que cesen las 
actividades que causan el daño, y que prevengan o eviten el comportamiento lesivo. 
 
Lo anterior, de acuerdo con la jurisprudencia 14/2015 emitida por la Sala Superior 
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, de rubro MEDIDAS 
CAUTELARES. SU TUTELA PREVENTIVA.  
 
QUINTO. ESTUDIO SOBRE LA SOLICITUD DE MEDIDAS CAUTELARES  
 
Como se señaló, el Partido Acción Nacional solicita el dictado de las medidas 
cautelares, a efecto de que, bajo la figura de tutela preventiva, se exhorte al 
Gobierno de la República a que se abstenga de utilizar los recursos del estado para 
realizar expresiones político-electorales, encaminadas a influir en la competencia 

 
1 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, marzo de 1998, pág. 18. 
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entre los partidos políticos, así como en las preferencias rumbo al inicio de los 
próximos procesos electorales, y con ello, confundir a la ciudadanía en sus 
preferencias rumbo al inicio de los próximos procesos electorales. 
 
Marco Normativo 
 

Promoción personalizada 
 
El párrafo octavo del artículo 134 constitucional establece que la propaganda, bajo 
cualquier modalidad de comunicación social, que difundan los poderes o entes 
públicos, cualquiera que sea su nivel u orden de gobierno, deberá tener carácter 
institucional y fines informativos, educativos o de orientación social, y que en ningún 
caso esta propaganda incluirá nombres, imágenes, voces o símbolos que impliquen 
promoción personalizada de cualquier persona servidora pública. 
 
Al respecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación2 determinó que el artículo 134 tiene como finalidad que: 
 

• La propaganda difundida por los poderes públicos, órganos autónomos, 
dependencias y entidades de la administración pública y cualquier ente de los 
tres órdenes de gobierno, debe ser institucional; 

 

• Debe tener fines informativos, educativos o de orientación social; 
 

• La propaganda difundida por las personas del servicio público no puede incluir 
nombres, imágenes, voces o símbolos, que en cualquier forma impliquen la 
promoción personalizada de cualquier persona servidora pública; 

 

• Prevé una prohibición concreta para la propaganda personalizada de las y los 
servidores públicos, cualquiera que sea el medio para su difusión; 

 

• Prevé que toda persona servidora pública tiene el deber de aplicar con 
imparcialidad los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sin 
influir en la equidad en la competencia entre los partidos políticos; 

 

• Al establecer el texto del artículo 134, párrafo octavo constitucional "bajo 
cualquier modalidad de comunicación social", la prohibición se materializa a 

 
2 SUP-REP-3/2015 y SUP-REP-5/2015, entre otros. 
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través de todo tipo de comunicación social por el que se difunda visual o 
auditivamente, propaganda proveniente de funcionarios públicos, tales como: 
televisión, radio, internet, cine, prensa, anuncios espectaculares, mantas, 
pancartas, trípticos, volantes, entre otros. 

 
La Sala Superior ha establecido que los elementos que deben colmarse para 
determinar o identificar propaganda personalizada de las y los servidores públicos, 
son los siguientes:3 
 

• Personal. Que deriva esencialmente en la emisión de voces, imágenes o 
símbolos que hagan plenamente identificable a la persona servidora pública; 

 

• Objetivo. Que impone el análisis del contenido del mensaje a través del medio 
de comunicación social de que se trate, para determinar si de manera efectiva 
revela un ejercicio de promoción personalizada susceptible de actualizar la 
infracción constitucional correspondiente, y  

 

• Temporal. Resulta relevante establecer si la promoción se efectuó iniciado 
formalmente el proceso electoral o se llevó a cabo fuera del mismo, ya que si 
la promoción se verificó dentro del proceso, se genera la presunción de que la 
propaganda tuvo el propósito de incidir en la contienda, lo que se incrementa 
cuando se da en el período de campañas; sin que dicho período pueda 
considerarse el único o determinante para la actualización de la infracción, ya 
que puede suscitarse fuera del proceso, en el cual será necesario realizar un 
análisis de la proximidad del debate, para estar en posibilidad de determinar 
adecuadamente si la propaganda influye en el proceso electivo. 

 
En efecto, el artículo 134 constitucional contiene dos aspectos que dan fundamento 
al orden democrático: por una parte, el derecho a la información, sustentado en la 
obligación que tienen los órganos de gobierno de informar y el correlativo derecho 
que tienen las personas de recibir información del quehacer gubernamental; y el 
principio de equidad, que debe prevalecer en las contiendas electorales, basado en 
que los órganos de gobierno de cualquier jerarquía, naturaleza u orden, se 
abstengan de influir en cualquier forma en la competencia entre partidos. 
 
Asimismo, la Ley General de Comunicación Social en sus artículos 8 al 14 
establece, esencialmente, los requisitos y contenidos de la comunicación social de 

 
3 De acuerdo con la jurisprudencia 12/2015 de rubro: PROPAGANDA PERSONALIZADA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 
ELEMENTOS PARA IDENTIFICARLA.  
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los Entes Públicos, destacándose que en el numeral 9, párrafo 1, fracciones I y IV, 
de esa norma, se establecen las prohibiciones de emitir propaganda personalizada. 
 
En este sentido, la Sala Superior4 ha considerado que las limitaciones a la actividad 
propagandística gubernamental y del gasto de recursos públicos, no implican una 
limitación absoluta a las actividades públicas que realicen las personas funcionarias 
en ejercicio de sus atribuciones, tampoco impiden su participación en las actividades 
que deban realizar para ese efecto. 
 
La promoción personalizada, se actualiza cuando se tiende a promocionar, velada 
o explícitamente, a una persona servidora pública. Esto se produce cuando la 
propaganda tienda a promocionarlo destacando su imagen, cualidades o calidades 
personales, logros políticos y económicos, partido de militancia, creencias religiosas 
o personales, antecedentes familiares o sociales, etcétera, asociando los logros de 
gobierno con la persona, más que con la institución, a fin de posicionarlo en el 
conocimiento de la ciudadanía con fines político electorales, o bien, para favorecer 
o afectar a las distintas fuerzas y actores políticos5. 
 
Por otra parte, conforme al criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación,6 las cuentas personales de redes sociales de las y los servidores públicos 
adquieren la misma relevancia pública que sus titulares, particularmente si a través 
de ellas comparten información o manifestaciones relativas a su gestión 
gubernamental, cuestiones que siempre serán objeto del interés general. 
 
En efecto, las redes sociales se han convertido en una fuente de información para 
las personas y un espacio donde la discusión pública se desarrolla diariamente. En 
este entendido, muchas instituciones gubernamentales y las personas del servicio 
público disponen de cuentas en redes sociales, en las que aprovechan sus niveles 
de expansión y exposición para establecer un nuevo canal de comunicación con la 
sociedad. Es así como las cuentas de redes sociales utilizadas por las y los 
servidores públicos para compartir información relacionada con su gestión 
gubernamental adquieren notoriedad pública y se convierten en relevantes para el 
interés general.7 

 
4 Ver SUP-RAP-43/2009, SUP-RAP-96/2009, SUP-RAP-119/2010, SUP-RAP-116/2014, SUP-REP-33/2015, SUP-REP-
18/2016 y acumulado, SUP-REP-132/2017, SUP-REP-163/2018. 
5 Criterio contenido en la sentencia recaída en el expediente SUP-RAP-49/2009 
6 Ver Tesis 2ª.XXXV/2019 “REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL 
DE SUS CUENTAS PERSONALES, NO PUEDE OBEDECER A SU CONFIGURACIÓN DE PRIVACIDAD. 
7 Ver tesis 2ª. XXXIV/2019 “REDES SOCIALES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. BLOQUEAR O NO PERMITIR EL 
ACCCESO A UN USUARIO A LAS CUENTAS EN LAS QUE COMPARTEN INFORMACIÓN RELATIVA A SU GESTIÓN 
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De lo anterior se sigue que dichas vías o medios de comunicación no pueden ser 
utilizadas o aprovechadas por las personas dedicadas al servicio público para subir 
contenido o difundir información contraria al orden jurídico, como lo es propaganda 
o material con elementos de promoción personalizada.  
 

Obligaciones de las y los servidores públicos 
 

En primer lugar, es necesario señalar las obligaciones constitucionales y legales 
que, en materia electoral, las y los servidores públicos deben observar y cumplir en 
todo tiempo, así como el deber reforzado de conducirse con estricto apego a los 
principios que forman nuestro régimen democrático a fin de garantizar condiciones 
justas y equitativas en los procesos para renovar cargos públicos.  
 
Especialmente, importa destacar las principales obligaciones y prohibiciones de 
las y los servidores públicos relacionadas con los principios de equidad, 
imparcialidad y neutralidad, así como las normas que establecen límites y 
contornos a su libertad de expresión. 
 
El artículo 134, párrafo 7, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos determina que las y los servidores públicos tienen la obligación de aplicar 
con imparcialidad los recursos públicos que está bajo su responsabilidad, sin influir 
en la equidad de la competencia entre los partidos políticos. 
 
Esta obligación tiene como finalidad evitar que las y los funcionarios públicos utilicen 
los recursos humanos, materiales o financieros a alcance con motivo de su encargo, 
para influir en las preferencias electorales de las y los ciudadanos, ya sea a favor o 
en contra de determinado partido político o candidato. 
 
Sobre el particular, la exposición de motivos de la reforma electoral de 2007, que 
modificó el artículo 134 constitucional, refiere que […] El tercer objetivo que se 
persigue con la reforma propuesta es de importancia destacada: impedir que 
actores ajenos a los procesos electorales, incidan en éstas a través de los 
medios de comunicación; así como elevar a rango de norma constitucional la 
regulación a que debe sujetarse la propaganda gubernamental, de todo tipo, tanto 
durante las campañas como en periodos no electorales. (…) En México, es urgente 
armonizar, con un nuevo esquema, las relaciones entre política y medios de 

 
GUBERNAMENTAL SIN CAUSA JUSTIFICADA, ATENTA CONTRA LOS DERECHOS DE LIBERTAD DE EXPRESIÓN Y 
DE ACCESO A LA INFORMACIÓN DE LA CIUDADANÍA”. 
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comunicación; para lograrlo, es necesario que los poderes públicos, en todos los 
órdenes, observen en todo tiempo, una conducta de imparcialidad respecto de la 
competencia electoral. (…) Es por ello que proponemos llevar al texto de nuestra 
Carta Magna, la normas que impidan el uso del poder público a favor o en contra de 
cualquier partido político o candidato a cargo de elección popular, y también el uso 
del mismo poder para promover ambiciones personales de índole política[…]. 
 
Así, la adición al artículo 134 constitucional, incorporó la tutela de dos bienes 
jurídicos o valores esenciales de los sistemas democráticos: la imparcialidad y la 
equidad en los procesos electorales. De esta manera, el constituyente, hizo especial 
énfasis en tres aspectos: 
 

a. Impedir el uso del poder público a favor o en contra de cualquier partido 
político o candidatura a cargo de elección popular; así como el uso de éste 
para promover ambiciones personales de índole política; 

b. Blindar la democracia mexicana evitando el uso del dinero público para incidir 
en la contienda electoral y de la propaganda institucional para promoción 
personalizada con fines electorales, y 

c. Exigir a quienes ocupan cargos de gobierno total imparcialidad en las 
contiendas electorales, usando los recursos públicos bajo su mando para 
fines constitucionales y legalmente previstos8. 

 
En congruencia con lo anterior, la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales retoma esta disposición en su artículo 449, párrafo 1, inciso c), en donde 
prevé como infracción de las autoridades o las y los servidores públicos de 
cualquiera de los Poderes de la Unión; de los poderes locales; órganos de gobierno 
municipales o de la Ciudad de México; órganos autónomos y cualquier otro ente de 
gobierno: El incumplimiento del principio de imparcialidad establecido por el artículo 
134 de la Constitución Federal, cuando se afecte la equidad de la competencia entre 
los partidos políticos, aspirantes, precandidatos o candidatos, durante los procesos 
electorales. 
 
En ese sentido, es evidente que la esencia de la prohibición o restricción 
constitucional y legal, consiste en que no se utilicen recursos públicos para fines 
distintos a los que legalmente tienen encomendados y que se abstengan de realizar 
actos que alteren la equidad en la competencia entre los partidos políticos o que 
influyan en las preferencias electorales. 

 
8 Así lo ha interpretado la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Ver SUP-REP-162/2018 y 
acumulados. 
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En efecto, la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación9, ha sostenido que el principio de imparcialidad y equidad en la 
contienda, en relación con las personas servidoras públicas implica, entre otros: en 
una vertiente, la garantía de que los recursos públicos no serán empleados con fines 
políticos o electoral, y en otra, que no deben realizar actividades que, atendiendo 
a la naturaleza de su función, puedan influir en los procesos electoral o en la 
voluntad de la ciudadanía. 
 
En específico, se considera que existe afectación al principio de imparcialidad, 
cuando las y los servidores públicos, en ejercicio de las funciones propias su 
cargo, se pronuncian en favor o en contra de algún candidato o partido 
político. 
 
Así, la Sala Superior ha establecido, en torno al principio de imparcialidad, que las 
personas servidoras públicas tienen la obligación constitucional de observarlo 
permanentemente y, con especial atención, durante las contiendas electorales. 
 
Al respecto, la Sala Superior ha considerado el ámbito y la naturaleza de los poderes 
públicos a los que pertenecen los servidores, como un elemento relevante para 
observar el especial deber de cuidado que, con motivo de sus funciones, debe ser 
observado por con la calidad de servidora pública10. 
 
Por lo que hace al titular del Poder Ejecutivo, según refiere la Sala Superior, al ser 
el encargado de ejecutar las políticas públicas aprobados por el Poder Legislativo y 
de los negocios del orden administrativo, su presencia ha sido catalogada como 
protagónica en el marco histórico mexicano. 
 
Así, el máximo tribunal en materia electoral, ha reconocido que dicho cargo, dispone 
de poder de mando para la utilización de recursos financieros, materiales y 
humanos, con lo que cuenta la totalidad de la administración pública. 
 
De igual suerte, dado el contexto histórico – social de su figura y la posibilidad de 
disponer de recursos, influye relevantemente en el electorado, deben tener especial 
cuidado en las conductas que en ejercicio de sus funciones realicen mientras 
transcurre el proceso electoral. 

 
9 Ver SUP-RAP-405/2012, SUP-RAP-105/2014, SUP-REP-0121-2019, SUP-REP-0113-2019, SUP-REP-0069-2019, SUP-
REP-0006-2019, entre otros. 
10 Ver SUP-REP-163/2018 
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Asimismo, el máximo tribunal en materia electoral, ha validado los límites a la 
intervención del titular del poder ejecutivo en las elecciones, cuando tiene por 
objeto favorecer a un partido o candidato, sin que constituya una restricción 
indebida a su libertad de expresión, toda vez que goza de dicha libertad fundamental 
en la medida en la que no interfiera sustancialmente con el ejercicio de los derechos 
fundamentales de los demás, como sería el derecho político – electoral de acceder, 
en condiciones de igualdad, a los cargos públicos11. 
 
Ejercicios de rendición de cuentas 
 
En principio, es oportuno precisar que la rendición de cuentas debe ser concebida 
como la actitud proactiva, que supone un dialogo entre las autoridades que explican 
y justifican sus acciones y planes de trabajo ante la ciudadanía, por lo que este 
ejercicio –rendición de cuentas- se constituye como la piedra angular del sistema 
de normas que rigen la relación entre los titulares de deberes que ocupan cargos 
de autoridad y los titulares de derechos que se ven impactados por sus decisiones12.  
 
Dentro de este tipo de ejercicios se han distinguido dos tipos: a) los de relación 
vertical y b) los de relación horizontal; la relación vertical se presenta cuando la 
persona que detenta el cargo político explica a la ciudadanía los resultados o 
progresos de su gestión, con la finalidad de informar a la vez de obtener su 
aprobación (dimensión política).  
 
Por otra parte, se da la relación horizontal cuando la autoridad que detenta el poder 
del Estado lleva a cabo la rendición de cuentas, como informe de gestión formal, 
con la variable de que en esta relación existe otro órgano del Estado dotado de 
facultades de fiscalización e investigación que se encargará de verificar los datos 
informados por el servidor público. Solo cuando se logran conjuntar esto elementos 
se puede precisar que se está ante un ejercicio de tal naturaleza. 
 
Ahora bien, no todas las personas que detentan algún cargo o puesto en alguno de 
los Poderes de la Unión, Estatales o Municipales, tiene la obligación de rendir 
cuentas respecto de su actuar (informe de labores).  
 

 
11 Ver Tesis XXVII/2004 de rubro LIBERTAD DE EXPRESIÓN. NO SE VIOLA CON LA PROHIBICIÓN AL GOBERNADOR 
DE HACER MANIFESTACIONES A FAVOR O EN CONTRA DE UN CANDIDATO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE 
COLIMA) 
12 ¿Quién debe rendir cuentas? Los derechos humanos y la agenda para el desarrollo después de 2015. 
Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas y Center for Economic and Social Rights. 
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Por ello lo sujetos obligados a rendir cuentas son aquellas autoridades que ejercen 
funciones de Estado, sobre todo cuando se trata de autoridades electas por el voto 
ciudadano, pues se convierten en representantes del Poder Soberano. La rendición 
de cuentas básicamente se basa en temas como el uso de recursos públicos 
(eficacia y eficiencia) y el ejercicio de las facultades.  
 
Aunado a ello, la rendición de cuentas representa un papel fundamental en el 
derecho a la información que tiene la ciudadanía, pues mediante estos ejercicios la 
sociedad obtiene información sobre políticas públicas, programas sociales, 
implementación de impuestos, pero además se informan de la forma en que se 
están aplicando los recursos públicos y como se dijo, la eficacia y eficiencia en su 
aplicación, lo que abona a tener una sociedad más y mejor informada.  
 
Por lo que hace al informe de labores, en términos coloquiales, también es un 
ejercicio de rendición de cuentas por parte de quien detenta un cargo público y 
además, normativamente se encuentra obligado a hacerlo, como ocurre en el caso 
del Presidente de la República; sin embargo, posee algunos matices específicos 
que generan diferencias entre éstos; es decir, todo informe de labores es un 
ejercicio de rendición de cuentas, pero no todo ejercicio de rendición de cuentas 
puede ser considerado como informe de labores. 
 
La línea que separa a uno de otro en el caso del Presidente de la República la 
encontramos en el artículo 69 de la Constitución Federal y el 7 de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, los cuales establecen el 
procedimiento protocolario que debe seguirse para la presentación del informe de 
labores, a saber:  
 

Presentación.  
 
1) El Presidente de la República tiene la obligación de presentar un informe de 
labores.  
 
1.1. Este informe de labores debe versar sobre el estado general que guarda la 
administración pública del país.  
 
1.2. Debe ser entregado en la apertura de Sesiones Ordinarias del Primero Periodo 
de cada año de ejercicio del Congreso de la Unión.  
 

Glosa.  
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2) Antes de la entrega o pronunciamiento del informe de labores, un legislador por 
cada partido político con representación en el Congreso de la Unión hará uso de la 
voz, sin exceder de 15 minutos.  
 
3) Entregado o pronunciado el informe de labores, y celebrada la apertura del periodo 
de sesiones, sin intervención alguna se levantará la sesión.  
 
4) Posteriormente el Presidente del Congreso de la Unión contestará el informe en 
términos concisos y generales.  
 
5) Posteriormente, las Cámaras analizarán de manera detallada el informe 
presentado por el Presidente de la República.  
 
5.1. Las temáticas de análisis serán: política interior, política económica, política 
social y política exterior. 
 
6) Los legisladores podrán solicitar que determinado Secretario de Estado 
comparezca en caso de que tenga dudas en algún rubro del informe de labores. 

 
Así, es claro que el informe de labores constituye un ejercicio de rendición de 
cuentas; sin embargo, el matiz más importante lo encontramos precisamente en el 
protocolo que guarda el informe de labores, pues se cumple con un deber 
constitucional y con el procedimiento precisado.  
 
Al respecto, la Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación, al resolver el expediente SRE-PSC-0069/2019, determinó que el 
evento asociado con el aniversario del triunfo electoral de Andrés Manuel López 
Obrador, debe ser considerado lisa y llanamente como ejercicios de rendición de 
cuentas, a partir de que versa respecto de un ejercicio informativo sobre los avances 
de la administración pública federal en diversas temáticas, lo que abona al derecho 
a la información que tiene la ciudadanía en general.  
 
Una vez expuesto el marco legal aplicable a este caso, procede al estudio de los 
planteamientos del quejoso. 
 
Material denunciado 
 

2° año del triunfo histórico democrático del pueblo de México 
MODERADORA: Con motivo del segundo año del triunfo histórico democrático del pueblo de México, se 
encuentra en este recinto parlamentario el presidente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, 
licenciado Andrés Manuel López Obrador. 
También contamos con la presencia de la doctora Beatriz Gutiérrez Mueller, esposa del presidente de la 
República. 



ACUERDO ACQyD-INE-11/2020 
 

COMISIÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS 
 

Exp. UT/SCG/PE/PAN/CG/47/2020 

18 

De los integrantes del Gabinete Legal y Ampliado del Gobierno de México y de quienes nos siguen por 
internet a través de las redes sociales en todo el mundo. 
Sean todos bienvenidos. 
Escuchemos el mensaje que dirige el licenciado Andrés Manuel López Obrador, presidente constitucional de 
los Estados Unidos Mexicanos. 
PRESIDENTE ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR: Mexicanas, mexicanos, amigas, amigos todos. 
Hoy se cumplen dos años de la memorable jornada cívica que nos permitió llegar, por mandato popular, a la 
Presidencia de la República. Cinco meses después tomamos posesión del cargo y desde entonces lo hemos 
venido ejerciendo en representación del pueblo, el mismo pueblo al que ahora rindo cuentas sobre lo 
alcanzado en estos primeros 19 meses de una nueva etapa en la vida pública de México. 
Como es sabido, estamos llevando a cabo una auténtica transformación política, económica, social y cultural, 
guiados por los ideales y principios de la honestidad, la justicia, la libertad, la democracia y la fraternidad. 
Me gustaría explicar de manera sencilla lo que hemos logrado desde que somos gobierno: 
Nunca se ha reprimido al pueblo ni hemos permitido masacres; se eliminó la tortura y otras violaciones a los 
derechos humanos que eran prácticas habituales; se está haciendo justicia en el caso de los jóvenes de 
Ayotzinapa; se atiende a víctimas de la violencia y del neoliberalismo, como el caso lamentable de la 
Guardería ABC de Hermosillo, Sonora; se eliminó el CISEN, los sistemas de espionaje político y al Estado 
Mayor Presidencial; no se espía ni se persigue a nadie y la oposición se manifiesta con libertad; nunca, en 
más de un siglo, se había insultado tanto a un presidente de la república, y la respuesta ha sido la tolerancia 
y la no censura; no se permite la corrupción y se redujo en 95 por ciento el robo de combustibles; las grandes 
corporaciones nacionales y extranjeras han pagado adeudos pendientes a la hacienda pública; quedó 
prohibida la condonación de impuestos; se han presentado denuncias penales contra falsificadores de 
facturas; y se convirtió en delito grave la defraudación fiscal. 
La austeridad del gobierno es una realidad; la presidencia dispone de un presupuesto, 70 por ciento menor 
al ejercido por la anterior administración; se redujeron los sueldos de los altos funcionarios en 50 por ciento 
y se eliminó el uso de aviones y helicópteros; los servidores públicos ya no disponen de servicio médico 
privado ni de caja de ahorro especial con cargo al erario; se cancelaron las pensiones millonarias a 
expresidentes de la república; solo estamos dejando lo necesario de la estructura administrativa; no hay 
derroche y se terminó el lujo insolente en el gobierno. 
Se han ahorrado alrededor de 270 mil millones de pesos en compras y contratos de obras y servicios; un 
ejemplo, el aeropuerto Felipe Ángeles nos va a costar 220 mil millones de pesos menos que el proyectado 
en Texcoco. Ya comenzamos la construcción de 922 kilómetros de vías férreas para el Tren Maya; estamos 
reconstruyendo seis refinerías y construyendo una nueva en Dos Bocas, Paraíso, Tabasco, para que en 2023 
alcancemos la autosuficiencia en gasolinas y diésel, y dejemos de importar estos combustibles. Se recuperó 
la producción petrolera; ya estamos extrayendo un millón 753 mil barriles diarios y hemos aumentado las 
reservas probadas en 172 millones de barriles, 2.45 por ciento más de lo que había cuando llegamos al 
gobierno. Esta restitución de reservas no se había logrado en una década. 
Inició el proyecto del corredor del Istmo de Tehuantepec con la ampliación de los puertos de Salina Cruz y 
Coatzacoalcos, la modernización del ferrocarril del Pacífico al Golfo de México y la creación de diez parques 
industriales en esa franja estratégica para la industria y el comercio internacional. Continúa el plan de apoyo 
fiscal y de estímulos económicos en la frontera norte del país. 
Hemos dado mantenimiento a 52 mil kilómetros de carreteras y se modernizan 300 kilómetros más. Se han 
construido 422 kilómetros de caminos de concreto con mano de obra comunitaria en municipios de Oaxaca; 
terminamos el tren urbano de Guadalajara y se continúa construyendo el de Toluca-Ciudad de México; hemos 
concluido dos presas para riego y de protección ante inundaciones y trabajamos en dos más; se han 
mejorado, ampliado o construido 17 mil 974 viviendas para familias pobres; se han hecho obras de 
mejoramiento urbano en colonias populares de 17 municipios. Están rehabilitándose con la participación de 
madres y padres de familia 50 mil escuelas; se han creado 100 universidades públicas; se inició la creación 
del complejo artístico y cultural Los Pinos, que incluye todo el Bosque de Chapultepec, así como el parque 
ecológico del Lago de Texcoco con una inversión autorizada para ambas obras de mil 600 millones de pesos. 
No se han otorgado nuevas concesiones mineras, no se permite el uso de semilla de maíz transgénico ni las 
prácticas del fracking. En todas las obras que estamos realizando se consulta a las comunidades y se respeta 
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el medio ambiente. En ningún país del mundo se están sembrando como en México un millón de hectáreas 
de árboles frutales y maderables. 
En materia de salud se han terminado 32 hospitales; hemos contratado a 46 mil 954 trabajadores de la salud. 
Ciertamente, no se puede hablar de salud sin hacer referencia a la pandemia del coronavirus, una crisis 
sanitaria mundial que nadie esperaba y para la que ningún país estaba preparado. Lamento, antes que nada, 
que muchos hayan perdido la vida a consecuencia del COVID-19 y envío desde aquí nuestras condolencias 
a sus familiares. 
Pero señalo también que hemos logrado reducir la intensidad del contagio, que pudimos ampliar a tiempo la 
infraestructura de salud con camas, ventiladores y otros equipos, y que se capacitó en un breve tiempo a 
decenas de miles de profesionistas médicos y de trabajadores hospitalarios. Afortunadamente, como 
resultado de ese esfuerzo, en que ha colaborado personal civil y militar, médico y administrativo, 
especialistas, enfermeros, enfermeras, camilleros e ingenieros, personal diplomático, tripulaciones de 
aviación y trabajadores aeroportuarios, todos por igual, ningún enfermo se ha quedado sin ser atendido, 
nadie ha sido discriminado y el servicio médico se ofrece de manera gratuita; también informo que del número 
total de afectados por la pandemia se han recuperado  198 mil 320, muchos de ellos, gracias a la entrega 
humanitaria ejemplar de los médicos, de las enfermeras y del personal de salud en general. 
Agradezco la solidaridad de los gobiernos de Cuba, de China y de Estados Unidos; así como el apoyo de las 
empresas privadas nacionales dedicadas a la salud y de las organizaciones de la sociedad civil. 
Desde luego, la mitigación de los efectos perniciosos de la pandemia en la salud de las personas y en la 
economía no sería posible sin una población que en su gran mayoría se ha comportado con sensatez, 
disciplina y mucha generosidad. No han sido menores los sacrificios que la sociedad ha tenido que hacer 
para reducir el peligro de una curva pronunciada que habría significado el desbordamiento del sistema de 
salud. Pero se ha informado con transparencia y precisión, el país ha comprendido la naturaleza del riesgo 
que enfrentamos, ha acatado casi siempre las recomendaciones de los expertos y entre todos estamos 
saliendo delante de esta difícil circunstancia. 
Hemos comenzado a promover la recuperación económica, mediante el apoyo a los más pobres y a las 
pequeñas empresas y negocios; en solo tres meses, hemos otorgado un millón 278 mil créditos y llegaremos 
a cuatro millones; se está impulsando la creación de dos millones de empleos nuevos. Ocho millones de 
adultos mayores reciben puntualmente su pensión, lo mismo que 745 mil niñas y niños con discapacidad. 
Se otorgan 11 millones de becas para estudiantes pobres de todos los niveles escolares; 409 mil jornaleros 
reciben un salario para trabajar en sus propias parcelas en el programa Sembrando Vida; 600 mil jóvenes 
están contratados como aprendices y 350 mil han concluido su capacitación; dos millones 400 mil 
campesinos y pescadores reciben apoyos directos en efectivo; se compran los productos del campo a precios 
de garantía y se ofrece en 31 mil 500 tiendas y lecherías una canasta básica de alimentos a precios bajos; 
por dos años se han entregado fertilizantes gratuitos a todos los productores de Guerrero; en fin, este año la 
inversión que llegará de manera directa a la gente alcanzará los 650 mil millones de pesos, cantidad que 
nunca habían recibido, sobre todo, los más pobres y olvidados de México. 
La pandemia precipitó la crisis del modelo neoliberal; y a diferencia de otros tiempos, nuestra estrategia para 
remontar la caída de la economía ha sido radicalmente distinta. En vez del sofisma neoliberal según el cual, 
“si llueve fuerte arriba gotea abajo” —como si la riqueza fuera permeable y contagiosa—, ahora nosotros 
destinamos los apoyos para el bienestar empezando por la base de la pirámide social y de allí hacia su 
cúspide. 
Antes de la crisis sanitaria, 18 millones de hogares, de un total de 32 millones, eran beneficiados de cuando 
menos uno de los programas sociales en curso; es decir, el 55 por ciento del total de familias. Ahora nos 
hemos propuesto para finales de este año, llegar a 25 millones de hogares, el 70 por ciento del total del país. 
Aclaro tres cuestiones; primero que los de abajo, los de la base piramidal reciben más beneficios porque se 
trata de los pobres y no puede haber trato igual entre desiguales. A ellos les puede corresponder más de un 
apoyo y se atiende a casi el 100 por ciento de las familias, en particular, a las comunidades indígenas; lo 
segundo es que en el 70 por ciento de la población preferente se contempla también la protección a los 
trabajadores al servicio del Estado, maestros, médicos, enfermeras, soldados, marinos, oficinistas, 
administradores, técnicos, obreros y empleados de Pemex, la Comisión Federal de Electricidad y otras 
empresas públicas. En fin, este segmento de 25 millones de hogares, equivalente al 70 por ciento de la 
población, va desde los muy pobres hasta la clase media-media. 
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Con esta inyección de recursos rápida y directa a las familias se está fortaleciendo la capacidad de compra 
o de consumo de la gente y con ello estamos reactivando pronto la economía. 
También estamos persuadidos que un gobierno democrático, aun cuando por justicia debe darle preferencia 
a los más necesitados, tiene la obligación de procurar el bienestar de todas las personas; de modo que es 
necesario aclarar lo que estamos haciendo por el restante 30 por ciento de las familias que se ubican de la 
clase media alta hasta las personas de mayores ingresos en el país. 
Por orden de importancia sostengo que el principal beneficio que estamos dando, con respeto y 
responsabilidad, a este sector de la población, reside en conseguir la paz y la tranquilidad en México. 
Como todos sabemos, ningún mal se equipara a la violencia y nada es más valioso que vivir en paz. Todos 
los días desde las seis de la mañana y, de lunes a viernes, realizamos en Palacio Nacional reuniones del 
gabinete integrado por los secretarios de Gobernación, Defensa, Marina y Seguridad para recibir reportes 
del país sobre esta materia y tomar decisiones que permitan enfrentar los distintos delitos que se cometen: 
homicidios, feminicidios, secuestros, asaltos, robos y otros agravios, así como violaciones a los derechos 
humanos. Pero lo más efectivo es precisamente lo que hacemos en el tema de atender las demandas de los 
más pobres y marginados, en el entendido que la paz es fruto de la justicia. 
Esta nueva política de seguridad empieza a dar resultados: durante el tiempo que llevamos en el gobierno 
hemos podido mantener, sin aumento sensible, el delito de homicidio y hemos roto la tendencia histórica de 
su crecimiento. Así mismo se han reducido considerablemente el resto de los ilícitos en comparación con 
noviembre de 2018; por ejemplo, el robo de vehículo ha disminuido en 41 por ciento, el secuestro en 25 por 
ciento, el robo a transporte público colectivo en 58 por ciento, el robo a transporte público individual en 36 
por ciento, el robo a casa habitación en 27 por ciento, el robo a negocio 24 por ciento, el robo a transeúnte 
45 por ciento, y así en casi todos los delitos. Aclaro que todo esto se ha hecho con trabajo conjunto, en 
particular, del Gabinete de Seguridad; agradezco mucho el apoyo y la lealtad de las Fuerzas Armadas, de 
manera especial el apoyo del General secretario de la Defensa y del Almirante secretario de Marina, de todos 
los servidores públicos encargados de esta tarea han actuado con perseverancia, profesionalismo, rectitud, 
inteligencia y no como era antes, solo con el uso de la fuerza. Aquí destaco que ahora, a diferencia de otros 
tiempos, en los enfrentamientos entre elementos del orden y las bandas de la delincuencia, son más los 
heridos y detenidos que los muertos; es decir, se acabó el “remátalos”, “el mátalos en caliente” y la orden de 
que “ustedes hagan su trabajo y nosotros nos encargamos de los derechos humanos”. 
Pero nuestro modelo no solo significa bienestar y seguridad para la paz y la tranquilidad de todos los 
mexicanos también ofrece al 30 por ciento de la población con mejores condiciones económicas la posibilidad 
de hacer negocios, obtener ganancias lícitas y progresar sin trabas o ataduras. Señalo, de paso, que se 
combate sin excepciones ni favoritismos, la corrupción y la impunidad y que existe un auténtico Estado de 
Derecho. Además, no hemos aumentado impuestos ni el precio de las gasolinas, el diésel, el gas y la 
electricidad. Agrego que, en los proyectos de extracción de petróleo, generación de energía eléctrica y 
construcción de vías férreas, puertos, carreteras y otras obras y servicios públicos participan compañías 
cuyos dueños, en su mayoría, son empresarios mexicanos. 
Pero, sobre todo, los sectores de mayores ingresos se ven beneficiados con el fortalecimiento de la 
capacidad de consumo de las clases populares, las cuales, al elevar su poder adquisitivo, fortalecen el 
mercado nacional, lo que a su vez mejora el panorama para la industria, el comercio y los servicios. 
Atendemos a los pobres por convicción y por humanismo, pero también lo hacemos porque creemos que si 
destinamos recursos a los menos favorecidos habremos de lograr una más rápida reactivación de la 
economía para salir de la crisis. Además de la experiencia propia, repito aquí lo que sostenían Ricardo Flores 
Magón, Juan Sarabia y otros revolucionarios en el Plan Liberal de 1906; decían: “…cuando el pueblo es 
demasiado pobre, cuando sus recursos apenas le alcanzan para mal comer, consume solo artículos de 
primera necesidad, y aun estos en pequeña escala…” y, al mismo tiempo, aseguraban “cuando los millones 
de parias que hoy vegetan en el hambre y la desnudez coman menos mal, usen ropa y calzado y dejen de 
tener petate por todo ajuar, la demanda de mil géneros que hoy es insignificante aumentará en proporciones 
colosales y la industria, la agricultura, el comercio, todo será materialmente empujado a desarrollarse en una 
escala que jamás se alcanzaría mientras subsistieran las actuales condiciones de miseria general.” 
Abundando sobre los beneficios que reciben y podrán acrecentar las familias de mejores ingresos en el país, 
destaca el enorme campo de negocios que abre la ratificación del tratado comercial entre México, Estados 
Unidos y Canadá. 
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Por cierto, el día de hoy inicia su aplicación el T-MEC, en un momento por demás oportuno, pues la vecindad 
con la economía más fuerte del planeta en las circunstancias actuales de recesión global nos ayudará a 
impulsar nuestras actividades productivas y a crear nuevos empleos. Este es el motivo principal de mi 
próximo viaje a Estados Unidos de Norteamérica y mi encuentro con el presidente Donald Trump. 
Es un hecho que el Tratado atraerá más inversión extranjera para la industria de exportación; se crearán más 
oportunidades de negocios para empresarios y comerciantes, así como puestos de trabajo mejor pagados 
en beneficio de técnicos y profesionales con altos niveles académicos. Ello, además de la generación de 
empleos para mujeres y hombres del Bajío y del norte del país; debe tenerse en cuenta que actualmente 
trabajan en las plantas maquiladoras tres millones de obreros y que, de ellos, un millón pertenece a la 
industria automotriz.  
Agréguese que estas cadenas productivas integradas a Estados Unidos y Canadá se fortalecerán por los 
reacomodos que se están realizando en el comercio mundial. México es, pues, un país de oportunidades en 
el que sus habitantes de todas las clases sociales podrán gozar de bienestar, paz y felicidad. 
Esta nueva estrategia, insisto, nos permitirá una recuperación pronta de la economía y empiezan a percibirse 
buenos resultados. Por ejemplo, a pesar de la pandemia, según datos del Sistema de Administración 
Tributaria (SAT), de enero a junio, los ingresos de las principales tiendas de autoservicio en el país (Walmart, 
Oxxo, Soriana, Chedraui y otras), sumaron 564 mil millones de pesos, cifra superior en 59 mil millones con 
relación al mismo periodo de 2019; es decir, vendieron 8.8 por ciento más en términos reales. 
Las remesas que envían nuestros paisanos a sus familiares, según datos preliminares, se han incrementado 
durante el primer semestre de este año, también a pesar de la pandemia, en 10 por ciento con relación al 
mismo periodo del año pasado. Aquí abro un paréntesis para informar que hoy, el Banco de México, dio a 
conocer que las remesas del mes de mayo aumentaron en 18 por ciento con relación al mes de abril, lo cual 
refuerza mi pronóstico de que ya pasó lo peor de la crisis económica.  
Además, la pérdida de empleos ya tocó fondo; en abril se dio de baja en el seguro social a 555 mil 
trabajadores; en mayo a 345 mil y en junio ya solo se perdieron 83 mil empleos. Estoy convencido que, en 
este mes de julio, si no aumenta el número de empleos cuando menos se mantendrán los 19 millones 500 
mil trabajadores que hoy están inscritos en el seguro social. 
Asimismo, la recaudación de impuestos, en el primer semestre del año, aumentó en 53 mil 643 millones de 
pesos; es decir, se mantuvo igual que el año pasado en términos reales; el peso se ha venido recuperando 
poco a poco y su depreciación, durante el tiempo que llevamos en el gobierno, ha sido del 12 por ciento; sin 
embargo, lo más importante es que hemos conservado con trabajo, honestidad y justicia, la gobernabilidad, 
la paz y la tranquilidad en el país, y  continúa encendida la llama de la esperanza. 
La mayoría de los mexicanos están conscientes de que estamos enfrentando momentos difíciles, pero existe 
una inquebrantable fe en la transformación política, económica, social y cultural que hemos iniciado desde 
abajo y entre todos. 
Muchos, millones de mexicanos, hombres y mujeres, saben que lo más importante de todo es desterrar por 
completo la corrupción que imperaba en los gobiernos neoliberales. Muchos, afortunadamente, no olvidan 
que la deshonestidad en el servicio público y el contubernio entre el poder político y el poder económico, ha 
sido la causa principal de la desigualdad, de la violencia y de la degradación pública. 
Por eso nada nos detendrá en el propósito de transformar a México por la vía pacífica, de manera rápida y 
profunda. Sostengo que, para el primero de diciembre de este año estarán ya establecidas las bases de la 
nueva forma de hacer política. Para entonces habremos terminado con las principales reformas legales y 
quedarán asentadas en la consciencia ciudadana las ideas de justicia, honestidad, austeridad, bienestar y 
democracia. 
Sobre esto último, hoy, primero de julio, día que para muchos es sinónimo de democracia, expreso que aun 
cuando hemos avanzado haciendo valer el principio de la separación de poderes, el Estado de Derecho, la 
aplicación de la revocación de mandato y la abolición de fueros e inmunidades de los servidores públicos y 
aunque es evidente que existe una mayor participación ciudadana, todavía nos falta erradicar por completo 
el fraude electoral y convertir el apego a los principios democráticos, en cimiento inamovible de nuestra 
cultura cívica. 
Por eso he dicho que, en las próximas elecciones, sin dejar de respetar las decisiones de los órganos 
electorales autónomos, como el Instituto Nacional Electoral y el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, vamos a estar todos atentos para que las elecciones sean verdaderamente libres y limpias. 
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Cuando hace unos días expresé este compromiso por la democracia, algunos se molestaron y empezaron a 
vociferar que eso era intromisión, injerencia. 
Olvidan que la democracia implica, en primer lugar, el respeto al mandato del pueblo, un mandato que en el 
pasado reciente fue atropellado por las prácticas del fraude impulsadas desde la cúspide de los poderes 
político y económico y solapadas por las autoridades electorales. Por ello, desde el 1 de diciembre de 2018, 
dejamos en claro que no incurriríamos en esas acciones abyectas, que observaríamos una estricta 
imparcialidad partidista y que respetaríamos los resultados electorales de cualquier signo. 
Pero también reitero que actuaremos denunciando sin titubeos y firmeza el fraude electoral, con el mismo 
criterio que sostuvo Francisco I. Madero y que expresó en Ciudad Juárez en 1911 tras el triunfo de la 
Revolución, en una declaración de prensa en la que sostuvo: 
Al subir yo al poder, voy encarnando dos principios: uno de ellos, sancionado ya por la Constitución, y que 
de mi depende que se cumpla, y que es el de la No Reelección. Otro el Sufragio Efectivo. Para lograr este 
último se necesita reformar la ley electoral y esto depende principalmente del pueblo. Pero yo me voy a 
constituir en el principal guardián de esa prerrogativa popular y consideraré que mi principal deber es facilitar 
la libre manifestación de la voluntad popular, a fin de que las leyes sean genuina expresión de esa voluntad. 
En una palabra, voy a ser el principal amigo y defensor de las libertades del pueblo. Por los momentos 
históricos porque atraviesa México, considero secundario todo lo demás. 
Amigas y amigos: 
Gracias, gracias por seguir confiando en mí; el apoyo de ustedes ha sido fundamental para triunfar y enfrentar 
a la reacción conservadora. La victoria ha sido de todos, de los precursores y de los de ahora. El gobierno 
también es de todos, es del pueblo, para el pueblo y con el pueblo. 
Les refrendo mi compromiso de continuar siendo fiel a los principios que nos inspiran de no mentir, no robar 
y no traicionar al pueblo. 
En lo personal, deseo heredar a mis hijos honestidad, amor al prójimo y a la patria; y, en lo público, seguiré 
unido a muchos mexicanos que buscamos desterrar atrocidades, la peste de la corrupción y de la 
desigualdad social. 
Vamos pues, todos juntos, a seguir luchando para vivir con dignidad, nosotros y las nuevas generaciones, 
en una sociedad más próspera, justa y fraterna. Y no dejemos de recordar lo que decía Lope de Vega: en 
“empresa de tanta gloria, solo intentarlo es victoria”. 
¡Viva México! 
¡Viva México! 
¡Viva México! 
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De lo anterior se advierte lo siguiente: 
 

• El evento tuvo una duración de cuarenta y cinco minutos aproximadamente. 

• Al evento asistieron los integrantes del Gabinete legal y ampliado del 
Gobierno de México, así como la esposa del Presidente de la República. 

• Dicho evento se celebró con motivo del segundo aniversario de la jornada 
comicial donde resultó ganador Andrés Manuel López Obrador como 
Presidente de México. 

• La finalidad del evento denunciado fue rendir cuentas sobre los logros 
alcanzados en los primeros diecinueve meses de que inició, Andrés Manuel 
López Obrador, el proyecto denominado “cuarta transformación”. 

• Presentó una serie de acciones tomadas por su gobierno, como, eliminar el 
CISEN y al Estado Mayor Presidencial, implementación de una nueva política 
de seguridad, cero tolerancia a la corrupción, reducción en un 95% del robo 
de combustible, prohibición de la condonación de impuestos, cancelación de 
pensiones a expresidentes, austeridad, así como la realización de diversas 
obras como el aeropuerto Felipe Ángeles, Tren Maya, la refinería Dos Bocas, 
32 hospitales, entre otros. 
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Caso concreto 
 

A. USO INDEBIDO DE RECURSOS PÚBLICOS 
 
Esta Comisión de Quejas y Denuncias considera, improcedente la solicitud de 
adoptar medidas cautelares respecto del uso indebido de recursos públicos, por lo 
siguiente. 
 
Por cuanto hace al argumento del quejoso, en el sentido de que los hechos 
denunciados actualizan un uso indebido de recursos públicos con fines electorales 
y que, con base en esa circunstancia, se deben dictar medidas cautelares, debe 
señalarse que no ha lugar a acoger su pretensión, en virtud de que ello resulta ser 
un tópico respecto del cual esta Comisión no puede pronunciarse en sede cautelar, 
en tanto que atañe al fondo del asunto. 
 
En efecto, ha sido criterio reiterado de esta Comisión de Quejas y Denuncias13 y de 
la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que, para 
estar en condiciones de adoptar una determinación concreta sobre este tema -uso 
indebido de recursos públicos- es necesaria la realización de un análisis de fondo 
en el que, de manera exhaustiva, integral y ponderada de los derechos y libertades 
en juego, frente a las obligaciones y restricciones atinentes, se determine si se 
actualiza o no una violación a la Constitución General y a la ley. 
 
Véase, por ejemplo, lo sostenido por la citada Sala Superior en la sentencia recaída 
al recurso de revisión del procedimiento especial sancionador identificado con la 
clave de expediente SUP-REP-175/2016: 
 

Ahora bien, lo inoperante del motivo de disenso radica en que contrario a lo 
sostenido por el recurrente, el pronunciamiento de la utilización de bienes 
públicos, personal de servicio público, elementos y materiales de comunicación 
social, como consecuencia del aludido contrato, sólo serán objeto de análisis 
al estudiar el fondo de las quejas planteadas, no al momento de pronunciarse 
respecto de la procedencia de las medidas cautelares solicitadas. 

  

 
13 El antecedente más reciente fue el acuerdo ACQyD-INE-6/2020 aprobado el veintitrés de junio de dos mi veinte, por esta 
Comisión de Quejas y Denuncias. 
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B. PROMOCIÓN PERSONALIZADA Y VIOLACIÓN A LAS NORMAS QUE 
REGULAN LA RENDICIÓN DE INFORMES DE LABORES 

 
Esta Comisión de Quejas y Denuncias, considera improcedente el dictado de 
medidas cautelares, por las siguientes consideraciones: 
 
En principio, cabe recordar que el artículo 134 constitucional, contiene dos aspectos 
que dan fundamento al orden democrático: por una parte, el derecho a la 
información, sustentado en la obligación que tienen los órganos de gobierno de 
informar y el correlativo derecho que tienen las personas de recibir información; y el 
principio de equidad, que debe prevalecer en las contiendas electorales, basado en 
que los órganos de gobierno de cualquier jerarquía, naturaleza u orden, se 
abstengan de influir en cualquier forma en el desarrollo de los actos del proceso 
electoral. 
 
En este sentido, las limitaciones a la actividad propagandística gubernamental y del 
gasto de los recursos públicos, no implica una limitación absoluta a las actividades 
públicas que deban realizar dichas personas funcionarias en ejercicio de sus 
atribuciones, tampoco impiden su participación en las actividades que deban 
realizar para ese efecto, menos aún, cuando su aparición en los medios de 
comunicación, conforme al contexto del caso, se debe al ejercicio periodístico14. 
 
Así, lo establecido en el artículo 134 constitucional15, no se traduce en la prohibición 

absoluta para que, quienes tengan la calidad de servidores públicos, se abstengan 
de hacer del conocimiento público por cualquier medio, los logros, programas, 
acciones, obras o medidas de gobierno, su nombre, imagen, voz o símbolos, sino 
que el contenido de esa disposición tiene por alcance la prohibición de que se traten 
de valerse de ella, con el fin de obtener una ventaja indebida, a fin de satisfacer 
intereses particulares. 
 
Dicho lo anterior, de la información que obra en autos, se tiene que el Presidente de 
la República rindió, el pasado uno de julio de dos mil veinte, un informe a la 
ciudadanía, que se difundió a través de la plataforma de internet YouTube. 
 

 
14 Criterio sostenido por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en el SUP-
JRC-571/2015 
15 Ver SUP-RAP-43/2009, SUP-RAP-96/2009, SUP-RAP-119/2010, SUP-RAP-116/2014, SUP-REP-33/2015, SUP-REP-
18/2016 y acumulados, SUP-REP-132/2017, SUP-REP-163/2018 y SUP-REP-37/2019 y sus acumulados. 
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Al respecto, es importante destacar que la Sala Regional Especializada del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación, al resolver el expediente SRE-PSC-
69/2019, consideró el evento realizado por Andrés Manuel López Obrador para 
rendir su informe por el primer aniversario de su triunfo electoral, como un ejercicio 
de rendición de cuentas al no reunir las características de un informe de labores ya 
que no se desplegó una campaña publicitaria relacionada con el evento o las 
acciones de gobierno. 
 
Sobre el particular, este órgano colegiado considera que, desde una perspectiva 
preliminar y bajo la apariencia del buen derecho, el evento llevado a cabo el uno de 
julio del dos mil veinte objeto de denuncia, tampoco reúne las características de un 
informe de labores, pues de las constancias que obran en autos no se advierte 
ningún elemento, para suponer que la Presidencia de la República desplegó una 
campaña publicitaria relacionada con el evento objeto de estudio que contravenga 
el orden jurídico, por lo que, conforme a lo razonado por la Sala Regional 
Especializada, se tiene que se está en presencia de un ejercicio de rendición de 
cuentas. 
 
Así, contrariamente a lo alegado por el partido quejoso, el evento llevado a cabo el 
uno de julio del año en curso, bajo la apariencia del buen derecho, no corresponde 
con el informe de labores que rinde el Presidente de la República, de conformidad 
con el artículo 69 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
relación con el artículo 7, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos, ya que, se insiste, se trató de un ejercicio de rendición de 
cuentas de la administración actual. 
 
Esto, pues del análisis preliminar al contenido del discurso emitido por el 
denunciado, lo que busca es informar a la ciudadanía respecto de acciones 
gubernamentales y programas sociales que está realizando el Ejecutivo Federal, es 
decir, proporciona datos sobre los avances en materia de seguridad, hacienda, 
corrupción, entre otros. 
 
Efectivamente, las personas servidoras públicas tienen la obligación de justificar, 
explicar, informar y evaluar todos sus actos, así como de rendir cuentas sobre los 
resultados de su gestión, además de asumir su responsabilidad plena para ejercer 
sus atribuciones y funciones administrativas en el marco de la normativa que los 
rigen. 
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Al respecto, la Sala Regional Especializada16 ha señalado que tales ejercicios, como 
el del pasado uno de julio de dos mil veinte, consisten en una actitud proactiva, que 
supone un dialogo entre las autoridades que explican y justifican sus acciones y 
planes de trabajo ante la ciudadanía, por lo que este ejercicio –rendición de cuentas- 
se constituye como la piedra angular del sistema de normas que rigen la relación 
entre los titulares de deberes que ocupan cargos de autoridad y los titulares de 
derechos que se ven impactados por sus decisiones.17   
 
En el mismo sentido, dicho órgano jurisdiccional ha sostenido que tales ejercicios, 
como el de la rendición de cuentas, en principio, representan un papel fundamental 
en el derecho a la información que tiene la ciudadanía, pues mediante estos 
ejercicios, la sociedad obtiene información sobre políticas públicas, programas 
sociales, implementación de impuestos, pero además se informan de la forma en 
que se están aplicando los recursos públicos y como se dijo, la eficacia y eficiencia 
en su aplicación, lo que abona a tener una sociedad más y mejor informada, sin que 
ello implique una vulneración al modelo de comunicación política como lo sostiene 
el quejoso. 
 
Del análisis preliminar y bajo la apariencia del buen derecho al contenido del evento 
denunciado, se tiene que el Presidente de México informó sobre una serie de 
acciones tomadas por su gobierno, como, eliminar el CISEN y al Estado Mayor 
Presidencial, implementación de una nueva política de seguridad, cero tolerancia a 
la corrupción, reducción en un 95% del robo de combustible, prohibición de la 
condonación de impuestos, cancelación de pensiones a expresidentes, austeridad, 
así como la realización de diversas obras como el aeropuerto Felipe Ángeles, Tren 
Maya, la refinería Dos Bocas, 32 hospitales, entre otros, lo que se considera 
amparado en la libertad de expresión y derecho a la información de la ciudadanía, 
sin que, de su contenido se advierta que existan elementos que sirvan de base para 
estimar que se está en presencia de promoción personalizada de Andrés Manuel 
López Obrador, Presidente de la República, ni se adviertan elementos que tengan 
fines o connotaciones electorales o partidistas, además de que actualmente no está 
en desarrollo la etapa de campañas en ningún proceso electoral a nivel nacional. 
 
En principio y desde una mirada en sede cautelar, se estima razonable y lógico que 
en un ejercicio de rendición de cuentas como el denunciado, aparezca el nombre, 
imagen y voz del denunciado, pues es precisamente él, en su calidad de Titular del 

 
16 Ver SRE-PSC-69-2019 
17 ¿Quién debe rendir cuentas? Los derechos humanos y la agenda para el desarrollo después de 2015. Oficina del Alto 
Comisionado de las naciones Unidas y Center for Economic and Social Rights.  
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Ejecutivo Federal, quien informa a la ciudadanía sobre las acciones y logros del 
gobierno, aunado a que no se advierte una exaltación, elevación o realce 
desproporcionado, desmedido o injustificado de su nombre, imagen o cualidades o 
atributos personales. 
 
A la misma conclusión preliminar se arriba si se atiende a los parámetros 
establecidos en la citada jurisprudencia 12/2015, de rubro PROPAGANDA 
PERSONALIZADA DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. ELEMENTOS PARA 
IDENTIFICARLA, emitida por el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, de lo que resulta lo siguiente: 
 

• Elemento personal: Sí se actualiza, pues en el evento objeto de estudio 
aparece el nombre, voz, imagen y cargo de Andrés Manuel López Obrador, 
Presidente de México. 

 

• Elemento objetivo: No se actualiza, ya que, del análisis al contenido del 
evento denunciado, no aprecian frases o algún elemento que implique que 
pretenda posicionarse indebidamente ante la ciudadanía, resaltado sus 
cualidades personales, en forma y términos desproporcionados o 
descontextualizados.  

 

• Elemento temporal: Sí se actualiza, porque está próximo a iniciarse el 
proceso electoral federal 2020-2021 y los procesos electorales locales a nivel 
nacional, donde se elegirán 3,530 cargos, entre los que destacan 15 
gubernaturas, 1,063 diputaciones y 1,926 Ayuntamientos, aunado al hecho 
de que la difusión se realiza a través de redes sociales y ello puede implicar 
un impacto y una difusión amplia en todo el país.  

 
Sobre este mismo tema, la Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación, al dictar resolución en el citado expediente SRE-
PSC-5/2019, determinó que la promoción personalizada se actualiza cuando se 
tienda a promover, velada o explícitamente, a una persona con la calidad de 
servidora pública. Esto se produce cuando la propaganda tienda a promocionarlo 
destacando su imagen, cualidades o calidades personales, logros políticos y 
económicos, partido de militancia, creencias religiosas, antecedentes familiares o 
sociales, etcétera, asociando los logros de gobierno con la persona, más que con la 
institución y el nombre y las imágenes se utilicen en apología de quien tenga la 
calidad de servidor público con el fin de posicionarlo en el conocimiento de la 
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ciudadanía con fines político – electorales, situación que, se insiste, no acontece en 
el caso bajo estudio. 
 
En efecto, del análisis preliminar y bajo la apariencia del buen derecho al contenido 
del discurso dado por el Presidente de la República en el evento denunciado, este 
órgano colegiado no advierte expresiones que, en sí mismas, afecten o pongan en 
riesgo la equidad de la competencia entre los partidos políticos o la voluntad de la 
ciudadanía, ya que la información proporcionada por el denunciado, versa sobre 
datos encaminados a informar las acciones que la actual administración ha 
realizado durante los primeros diecinueve meses de gestión, sin que del discurso 
se pueda apreciar algún elemento o frase, dirigida a influir en la equidad de los 
procesos electorales en curso y próximos a iniciar, por lo que, consecuentemente, 
deben considerarse como amparado en la libertad de expresión. 
 
Por lo tanto, dadas las características y contexto del caso bajo estudio, la solicitud 
de tutela preventiva realizada por el Partido Acción Nacional a efecto de que este 
órgano colegiado ordene al Gobierno de la República a que se abstenga de utilizar 
los recursos del estado para realizar expresiones político-electorales, encaminadas 
a influir en la competencia entre los partidos políticos, así como en las preferencias 
rumbo al inicio de los próximos procesos electorales, es improcedente, al no estar 
en presencia de algún acto ilícito o posiblemente ilícito que pueda continuar 
o repetirse en el tiempo; requisito que prevé la citada jurisprudencia 14/2015. 
 
La determinación aquí adoptada no prejuzga sobre el fondo del asunto, en virtud de 
que ello corresponde a la Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. 
 
SEXTO. MEDIO DE IMPUGNACIÓN  
 
A efecto de garantizar el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva contenido en el 
artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe 
precisarse que en términos de lo dispuesto por el artículo 109, de la Ley General 
del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, puede ser impugnado 
el presente Acuerdo mediante recurso de revisión del procedimiento especial 
sancionador. 
 
Consecuentemente, con fundamento en lo establecido en los artículos 459, párrafo 
1, inciso b), y 471, párrafo 8, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 



ACUERDO ACQyD-INE-11/2020 
 

COMISIÓN DE QUEJAS Y DENUNCIAS 
 

Exp. UT/SCG/PE/PAN/CG/47/2020 

30 

Electorales; 28, 29, 30, 31 y 38, párrafo 1, fracción I del Reglamento de Quejas y 
Denuncias, se emite el siguiente: 
 

A C U E R D O 
 
PRIMERO. Se declara improcedente la adopción de medidas cautelares bajo la 
modalidad de tutela preventiva, en términos y por las razones establecida en el 
considerando QUINTO, de la presente resolución. 
 
SEGUNDO. Se instruye al Titular de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral 
de la Secretaría Ejecutiva de este Instituto, para que de inmediato realice las 
acciones necesarias tendentes a notificar la presente determinación al quejoso. 
 
TERCERO. En términos del considerando SEXTO de la presente resolución es 
impugnable mediante el recurso de revisión del procedimiento especial 
sancionador, atento a lo dispuesto en el artículo 109, de la Ley General del Sistema 
de Medios de Impugnación en Materia Electoral. 
 
El presente Acuerdo fue aprobado en la Décima Sexta Sesión Extraordinaria 
Urgente de carácter privado de la Comisión de Quejas y Denuncias del Instituto 
Nacional Electoral, celebrada el ocho de julio de dos mil veinte, por unanimidad de 
votos de los Consejeros Electorales Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, del 
Maestro Jaime Rivera Velázquez y de la Consejera Electoral y Presidenta de la 
Comisión Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez. 
 

CONSEJERA ELECTORAL Y PRESIDENTA DE LA 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
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